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El desarrollo del estatuto de la Administracién piblica, entendi-
da como sistema, es extremo capital, como ficilmente se compren-
de, para la plena funcionalidad del Estado democratico de Derecho
definido por la Constitucién, al propio tiempo social y autonémico.
De ahijustamente la reserva competencial que en favor de las insti-
tuciones generales se hace en el apdo. 18 del nimero 1 del articulo
149 CE, que —desde el punto de vista subjetivo— tiene su centro de
gravedad, sin duda, en las bases del régimen juridico cabalmente de
las (en plural) Administraciones publicas (para la garantfa de un
tratamiento comn ante ellas) y en el procedimiento sxgmﬁcatxva-
mente calificado también de comin. Es probable que ésta sea la
causa de la altura del listén critico que un amplio y destacado sector
de la doctrina cientifica aplicé desde el primer momento a la Ley
que abordo el aludido desarrollo constitucional justamente en ejer-
cicio de los dos concretos titulos competenciales mencionados: la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Juridico de las Admi-
nistraciones Piblicas y del Procedimiento Administrativo Comin.
El texto legal, surgido asi a la vida juridica en ambiente polémico, no
ha podido luego llegar a desembarazarse de los estigmas producidos
por dicha recepcién critica, circunstancia ala que haido afiadién-
dose el lastre de una incidencia real —en su conjunto y por lo que
hace a sus aspectos mas novedosos— poco brillante en la prictica ad-
ministrativa, as{ como un manejo de sus técnicas o instituciones
centrales —como el llamado silencio administrativo, expresién que
el texto legal, sin embargo, evitaba en su versién original—, bastante
alejado quizds del que el legislador tuvo en mente.

Se explica, pues, que la idea de una reconsideracién se afirmara
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al poco tiempo de la entrada en vigor de la norma legal. Habiendo
arrojado un andlisis inicial, efectuado sin condicionamientos pre-
vios algunos, la conveniencia de la extensién de tal reconsideracién
a parte considerable del texto, los trabajos sucesivos se concentraron
en acotar la ambicién de la operacién a realizar, identificando los
elementos mds precisados de correccién. Obvio resulta decir que
entre éstos estuvo siempre el llamado silencio administrativo. De
esta suerte, el Gobierno constituido a raiz de las elecciones genera-
les para la legislatura que estd a punto de concluir pudo contar
desde el principio con unos trabajos internos previos de gran valor
para retomar la iniciativa de un cambio legislativo en la materia.
En linea de continuacién con ellos se encargé un estudio a una pe-
quefia comisién constituida por los Profesores Pérez Moreno,
Francisco Lépez Menudo y el autor de estas lineas, que sirvi6 de
base a una jornada de anilisis y debate, abierta a los Profesores de
Derecho administrativo, que, con amplia participacidn, se celebré
efectivamente en Sevilla. El estudio y las interesantes aportaciones
realizadas durante la citada jornada facilitaron al Ministerio de Ad-
ministraciones Pablicas el material de base para el desarrollo de los
trabajos dirigidos ya a la elaboracién del pertinente Anteproyecto
de Ley, que no recogié enteramente los planteamientos en ellos for-
mulados y se decanté definitivamente por la autolimitacién, es
decir, en favor de una mera modificacién legislativa.

La Ley 4/1999, de 13 de enero, asi resultante debe enjuiciarse,
pues, de acuerdo con sus limitados objetivos, que —en general-
cumple adecuadamente. De acuerdo con ellos, su centro de grave-
dad se reparte entre el régimen de las relaciones interadministrati-
vas, el de la obligacién de resolver —y notificar— en plazo, lo que vale
decir del llamado silencio administrativo, y el de los actos adminis-
trativos y su impugnacién y revisién, sin perjuicio de retoques signi-
ficativos en otros aspectos, particularmente en la responsabilidad. Si
se deja de lado el régimen de las relaciones interadministrativas,
cuya reconsideracién obedece a las exigencias que plantea el funcio-
namiento del Estado autonémico (no atendidas suficientemente
por el texto de 1992), es claro que la operacién legislativa se ha cen-
trado, en efecto, en la «rectificacién», bajo el signo limitador y «ga-
rantista» legitimado por la «<mejora técnica» reclamada por la critica
al citado texto de 1992, dejando de lado cualquier pretensién de con-
tinuacién, consolidacién y remate, no digamos ya ampliacién, de las
lineas de innovacién, acertadas, abiertas por dicho texto, especial-
mente en punto a la introduccién del elemento consensual en el
procedimiento administrativo (la preparacién de la resolucién y la
resolucién misma de éste) y a la flexibilizacién del régimen de im-
pugnacién de los actos administrativos y, en general, de solucién de
los contenciosos de este orden. Sin perjuicio de la indudable necesi-
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dad de la referida mejora técnica, es discutible el pleno acierto de los
términos en que se ha llevado a cabo a la vista de la paralela evolu-
cién de la legislacién administrativa sectorial y los requerimientos
que para la actuacién administrativa pone de relieve (comenzando
ya por la «ordenacién» de la accién de los agentes en los sectores «li-
beralizados»). No parece cuestionable, sin embargo, el desacierto de
la renuncia a continuar la tarea de apertura y flexibilizacién de la ac-
tividad administrativa formalizada, incluso una vez tornada con-
tenciosa. Tanto més a la luz de las innovaciones introducidas, muy
poco antes y desde el punto de vista del control judicial de la Admi-
nistracién, por la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Juris-
diccién Contencioso—Administrativa: en materia de la actividad ad-
ministrativa impugnable (especialmente cuando de prestaciones se
trata, art. 29) y en la de composicién intraprocesal de los contencio-
sos (art. 77). El mandato al Gobierno de la elaboracién de uno o va-
rios proyectos de Ley para la regulacién de los procedimientos de
impugnacién, reclamacidn, conciliacién, mediacién y arbitraje sus-
titutivos de los recursos de alzada y de rep051c1on al propio tiempo
que expresa esa renuncia, argumenta por s{ misma la pert1nenc1a y
urgencia de la accién del legxslador en el aludido campo y el caricter
injustificado de su postergacién (no mayor dificultad objetiva de la
regulacién de los extremos efectivamente abordados y los referidos a
los actos consensuales y los procedimientos alternativos de arreglo
en via administrativa de contenciosos).

Desde un punto de vista mis amplio, la Ley 4/1999 representa,
en todo caso, una nueva ocasién perdida para un planteamiento
global del régimen juridico de las Administraciones publicas y del
procedimiento administrativo comin 1) mdés adecuado a los
requerimientos del Estado autonémico inserto en la Unién Euro-
pea, y 2) a la altura de las nuevas exigencias que las transforma-
ciones en la accién estatal viene imponiendo a la actuacién admi-
nistrativa. Y, sin embargo, tanto el ejercicio que, para su propia
Administracién, hubo de hacer previamente el legislador gene-
ral—estatal en materia de organizacién y funcionamiento (con el
dictado de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organizacién y Fun-
cionamiento de la Administracién General del Estado), como el
proceso de actualizacién del ordenamiento con relevancia para la
ordenacién territorial y urbanistica desencadenado por la STC
61/1997, de 20 de marzo, debian haberle alertado sobre las defi-
ciencias e insuficiencias del régimen juridico comin que para
todas las Administraciones se encontraba establecido. Alguna de
las insuficiencias, y no precisamente menor, como la de la omisién
de toda regulacién sobre la coordinacién necesaria para el gobier-
no coherente del territorio (dnico para todos los gobiernos deriva-
dos del principio de distribucién territorial del poder publico),
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quedé patente con la ocupacién del espacio decisional correspon-
diente por el legislador autonémico de la ordenacidn territorial y
urbanistica. Y las deficiencias, por mantenimiento inercial del
enfoque tradicional, quedaron en evidencia poco después de la
publicacién de la Ley 4/1999, al menos por lo que hace al régimen
de los 6rganos colegiados, con la STC 50/1999, de 6 de abril. Por
lo que hace al procedimiento administrativo comin, la materia
estd ain pendiente de un replanteamiento legislativo que, supe-
rando la perspectiva establecida a partir de la Ley de 1958, haga
honor a su determinacién constitucional, claramente referida no
tanto a la ordenacién de los procedimientos (cuestién sélo posible
a la luz de las caracteristicas de cada sector de la accién adminis-
trativa), como a la regulacién de las instituciones del procedi-
miento administrativo, entendido en abstracto como actividad for-
malizada de la Administracién.

La trascendencia de la materia y, por tanto, de la modifica-
ci6n cumplida por la Ley 4/1999 para el objeto central de DA obli-
gaban a la revista a dar en sus piginas una respuesta pronta, no ex-
cluyente de posibles ulteriores anilisis més detenidos. De ahf que,
a tal efecto, el Consejo de Redaccién decidiera aprovechar los tra-
bajos ya en curso con motivo de una iniciativa estrictamente uni-
versitaria del Director de la revista, complementdndolos —para su
debido enmarque y enriquecimiento~ con un trabajo general del
Profesor y Magistrado Francisco Gonzilez Navarro, especialista re-
conocido en la materia, para integrar un nimero monogrifico que
pudiera estar disponible en tiempo razonable. Obligado es en este
lugar para el coordinador del niimero expresar el agradecimiento a
todos cuantos —accediendo a alterar el sentido inicial del trabajo en-
comendado-— colaboran en el nimero y, muy especialmente, al Prof.
Gonzilez Navarro su disposicién para hacer el esfuerzo de atender
el compromiso amablemente asumido en tiempo hébil para cum-
plir el objetivo marcado por el Consejo de Redaccién.

Lo dicho explica por si mismo la estructura interna del ndme-
ro y el elenco de colaboradores en éste, e, incluso, la eleccién del
coordinador. Tratdndose de dar cuenta del contenido y alcance de
la modificacién de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, el anili-
sis y comentario cubre la totalidad del contenido dispositivo de la
Ley 4/1999 y se efectda, en la medida de lo posible, agrupando
éste temdticamente conforme a su propia ordenacién normativa.
A todos los estudios resultantes, que van siguiendo asi el orden
sistemitico mismo del texto legal, precede, como se ha anuncia-
do, uno general, cuya visién de conjunto proporciona una intro-
duccién que afiade un decisivo plusvalor.
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